FORMULA DENUNCIA PENAL
Señor Juez:




ALICIA BEATRIZ PIERINI, Defensora del Pueblo de la Ciudad de Buenos Aires, constituyendo domicilio en la sede de la Defensoría del Pueblo sita en la calle República Bolivariana de Venezuela 842 de la Ciudad de Buenos Aires, con el patrocinio letrado de la Dra. María Sol Blasco, Tomo 95, Folio 336 CPACF, a V.S. me presento y respetuosamente digo:




I.- OBJETO



Que vengo, en los términos del art. 174 del Código Procesal Penal de la Nación, y en virtud de la obligación que me impone el artículo 177, inc. 1°, del mismo cuerpo legal y el art. 34 de la Ley n° 3 de la Ciudad (B.O. CABA nº 394, del 27/02/98), a formular denuncia penal contra el personal de la Policía Metropolitana, personal del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y/o contra cualquier otro funcionario público que haya tenido responsabilidad y/o tomado intervención en los hechos ocurridos los días 28 y 29 de enero del corriente año y respecto de los cuales me referiré a continuación, en forma separada. 



II.- HECHOS



1.-Hechos ocurridos el día 28 de enero de 2014:



Conforme surge de los testimonios recibidos por este organismo, en el marco de la tramitación de la actuación nro. 533/14, el día martes 28 de enero del corriente, alrededor de las 6:00 horas, personal de la Policía Metropolitana junto con personal del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires que hasta el momento no se ha determinado con exactitud el área de pertenencia, ingresaron al domicilio de la calle Sarmiento 2835/2837 de esta Ciudad, con el objeto de cumplir una orden de allanamiento emanada de la Unidad Coordinadora de Investigaciones Complejas de la Unidad Sudeste del Ministerio Público Fiscal de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que, a su vez, fue autorizada por la titular del Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas nro. 4, Dra. Graciela B. Dalmas, en el marco de la causa nro. 7918-10/13. A continuación me referiré en forma detallada a cada uno de los casos denunciados ante esta Defensoría del Pueblo. 




1.1. xxxx



La nombrada se presentó ante este organismo refiriendo, entre otras cosas, que vivía en una habitación del domicilio de la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad y que el día 28 de enero de 2014, alrededor de las 6:00 horas, en oportunidad de encontrarse durmiendo junto a su grupo familiar compuesto por su esposo xxxx ; el hijo menor de ambos, xxx -de 3 años-; sus dos hijos xxxx -de 11 y 18 años respectivamente-; xxx -novia de xx - y su sobrina, xxx -de 17 años-, ingresaron en forma violenta, a la habitación que ocupan, varios policías con chalecos, cascos, escudos y apuntándolos con armas que parecían ser escopetas, les decían que no se movieran. 




Agregó que un policía comenzó a leer un papel en el que decía que se trataba de un allanamiento. Que secuestraron teléfonos, mercaderías, computadoras y dinero. Les solicitaron los documentos y los iban llamando por nombre. Primero llamaron a su esposo y a xxxx a quienes hicieron pasar al baño ubicado fuera de la habitación donde les hicieron sacar toda la ropa, conforme se lo contara su esposo. Luego de ello, le dijeron a ella que ingresara al baño. Explicó que ya en el interior del baño, dos mujeres policías le hicieron sacar toda la ropa, incluida la ropa interior, añadiendo “me hicieron agachar, me hicieron dar vueltas de ambos lados” (SIC) y cuando terminaron le dijeron que se vistiera. Destacó que tal proceder le había ocasionado mucha angustia habiendo sido una situación totalmente desagradable y constituyendo un exceso por parte del personal policial. Del grupo, fue la única mujer revisada de esa forma. 




1.2. xxxx



Por su parte, al momento de brindar declaración, el señor xxxx se refirió a los hechos, en los mismos términos que su esposa, xxxx , añadiendo que a él y a xxx (hijo de su esposa) los hicieron ir al baño donde les dijeron que se desnudaran completamente. Refirió “nos dejaron en bolas” (SIC) y que “franelearon toda la ropa, buscando no se qué” (SIC). Luego de revisarles toda la ropa se las devolvieron y les dijeron que se vistieran. Al igual que su esposa, consideró que personal policial había incurrido en un exceso al obligarlos a desvestirse, sintiéndose gravemente afectado por ello.




1.3. xxxxx



También compareció ante este organismo, xxxx refiriendo que el día de los hechos, alrededor de las 5:00 horas se estaba bañando en su domicilio de la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad, cuando ingresaron alrededor de nueve policías. Que él estaba desnudo pese a lo cual lo sacaron del baño llevándolo al hall de la pensión. Después, junto a un compañero llamado xxx , los llevaban de un lado para el otro, revisándoles las habitaciones y secuestrando del interior de la suya dos teléfonos celulares (uno de ellos Galaxi Star), relojes, anillos, anteojos, cinturones, billeteras y una computadora de otra habitación cuyo dueño no se encontraba presente. Añadió que todo el tiempo le preguntaban si tenía dinero. Finalmente labraron un acta del allanamiento indicándoles que firmaran. Al no entender, debido a que no hablan español, se negaron a rubricarla ante lo cual los policías los obligaron a firmar apuntándolos en la cabeza con un arma, si bien no fueron golpeados, destacó que todo el tiempo fueron apuntados con las armas en la cabeza de una manera intimidante. 




1.4. xxxxx



El nombrado refirió vivir junto a xxx y otro compañero senegalés en el domicilio de la calle Sarmiento 2837. El día 28 de enero del corriente año alrededor de las 5:00 horas y en oportunidad de encontrarse durmiendo, ingresó al lugar un grupo de policías con máscaras apuntándolo en la cabeza mientras estaba en la cama. Que los juntaron a los tres y los hicieron sentar en el piso, siendo que todo el tiempo les preguntaban si tenían dinero.




Refirió xxxx que personal policial procedió al secuestro de cintos, billeteras, anillos, relojes, anteojos y dos celulares. Los mantuvieron allí hasta las once de la mañana sin poder comer y tomar nada ni ir al baño. Al igual que su compañero xxxxx , dijo que al momento de firmar el acta todos se negaron en razón de no hablar español, siendo amenazados con las armas por los policías para que firmaran.




1.5 xxxxxxx



Personal de esta Defensoría se presentó, con fecha 30 de enero del corriente año, en el bario de Once, oportunidad en la cual se le recibió declaración al señor xxxxxx quien refirió que vivía en el domicilio de la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad y que el día 28 del mismo mes y año, alrededor de las 6:00 horas se realizó un allanamiento en su domicilio. Explicó que durante el procedimiento llevado adelante por la policía se secuestró de su casa mercadería que utilizaba para la venta en la vía pública no entregándole constancia alguna de dicho secuestro. También dijo que la policía lo había hecho salir a un patio donde había otra gente, estando completamente desnudo y destacando que posee una capacidad motriz reducida. Finalmente dijo que para ingresar a su habitación, personal policial rompió la puerta.




1.6. xxxxxxx



Refirió el nombrado que el día 28 de enero del corriente aproximadamente a las 5:00 horas, personal de la Policía Metropolitana ingresó en el departamento que habita junto a su esposa, su hijo y un nieto (estos dos menores de edad) en el domicilio de la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad. Explicó que todos se encontraban durmiendo cuando la policía ingresó rompiendo la puerta, portando armas y máscaras y con unos perros. Los obligaron a tirarse en el piso y a bajar a los menores que estaban durmiendo en un altillo allí existente a quienes pusieron sobre la cama. La policía les exhibió la orden de allanamiento en la cual constaba que podían secuestrar la mercadería, el dinero y todo aquello vinculado con la actividad de venta ambulante. Añadió que le solicitaron las facturas de compra de las mercaderías y al no poseerlas se llevaron ojotas, shorts, musculosas y ropa de verano, sin entregarle copia del acta correspondiente. 




Añadió que el personal policial quiso llevarse la notebook de su hijo, pero al señalarles que era de las entregadas por el Gobierno de la Ciudad en el marco de un programa de educación, se la dejaron no obstante lo cual revisaron todos los archivos que poseía la computadora al igual que los celulares a los que le revisaron los contactos que tenían pero no se los llevaron. Destacó la forma violenta en que fue llevada a cabo la medida. 




1.7.xxxxxxx



Expresó el nombrado que el día 28 de enero del corriente, alrededor de las 6:00 horas, en circunstancias que se encontraba en su domicilio de la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad, junto a su madre xxxxxxxxx y su hermana xxxx , de manera violenta ingresaron efectivos policiales apuntándolos con sus armas y ordenándoles que se levantaran de sus camas -ya que estaban durmiendo- Minutos mas tarde ingresaron otros policías los cuales les presentaron una orden de allanamiento de la que surgía que estaban buscando presuntos depósitos de mercaderías que eran vendidas en la vía pública. Posteriormente comenzaron con las requisas del lugar, secuestrando sus objetos personales tales como cuatro celulares y dos notebook, pese haberles manifestado que no era vendedor ambulante. También se presentaron efectivos policiales de “anti narcóticos” realizando una nueva requisa en el lugar y utilizando perros. Finalmente dijo que si bien había firmado el acta, no le hicieron entrega de una copia. 




1.8. xxxxx



xxxxxxxx refirió que el día 28 de enero del corriente, alrededor de las 7:00 horas, en circunstancias que retornaba de un viaje y al llegar a la unidad que ocupa en el inmueble de la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad, advirtió la presencia de muchos policías que estaban allanando el lugar. Que si bien en un principio no le permitieron ingresar, en un momento posterior pudo hacerlo. Al acercarse a su unidad advirtió que sus cosas estaban tiradas, su ropa sobre la cama por lo que se dirigió a hablar con el encargado del operativo policial que estaba haciendo el acta pero este le dijo que esperara que luego le darían una copia sin darle mayores explicaciones. 




Refirió que personal policial secuestró de su unidad una computadora notebook, otra notebook mas pequeña, una calculadora, dinero en efectivo, un mouse inalámbrico y bastante mercadería que tenía para la venta en la vía pública, aclarando que los elementos mencionados anteriormente eran de uso personal y nada tenían que ver con la actividad referida.




Destacó que no le brindaron ningún tipo de información, así como tampoco le dieron copia de acta alguna, solo le dijeron que sacara una copia de un acta que le habían dado a un ciudadano nigeriano que también vive allí y siendo que de dicha copia no surge el secuestro de sus bienes. Solamente le dijeron que debía presentarse en la calle Bartolomé Mitre sin aportarle ningún otro dato.




1.9. xxxxx



Manifestó vivir en el departamento identificado con el número 5 del  inmueble ubicado en la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad junto a sus cuatro hijos, todos menores. Que el día 28 de enero del corriente, se retiró de su domicilio alrededor de las 5:30 horas porque tenía muchos dolores y había decidido ir al hospital. Que cuando estaba en la parada del colectivo recibió un llamado de su padre a través del cual le preguntaba por un allanamiento en su vivienda. Atento a ello, regresó a su domicilio y al llegar a la puerta había policías que le negaron el acceso. Explicó que sus hijos tienen 4, 13, 15 y 16 años y que pese a los reclamos no le permitieron ingresar. Que habló con alguien que se identificó como el fiscal a quien le solicitó por favor que dejaran salir a sus hijos, negándose a ello y diciéndole que estaban bien mirando la televisión por lo que permaneció en la puerta del edificio hasta que concluyó el allanamiento.




Agregó que cuando pudo pasar, su hijo xxx le contó que se había despertado por el ruido, se asomó y un policía le grito que pusiera sus manos arriba, apuntándolo con su arma y al bajar de su dormitorio le sujetaron las manos por la espalda con un precinto y lo tiraron al piso, lo que transcurrió frente a sus otros hijos. Aclaró que solo a xxx lo habían precintado dejándolo en el baño. El nombrado le contó que el precinto le lastimaba las muñecas provocándole dolor por lo que solicitó al policía que aflojara el precinto, accediendo a ello tiempo después. También refirió que los policías sabían que su hijo era menor y que desde la puerta reclamaba intensamente. Finalmente dijo que la policía le secuestró la cocina, ollas, vasos, jarras y comida, los celulares de sus hijos, sus notebook del colegio, unas quince mochilas y demás objetos entregándole una copia que adjuntó en su declaración, destacando que necesitaba con urgencia su cocina ya que no tenía forma de cocinarle a sus hijos. 




1.10. xxxxxxx



Finalmente se le recibió declaración a la nombrada quien refirió que el martes 28 de enero del corriente, alrededor de las 5:00 horas, en circunstancias que se encontraba durmiendo con su pareja se despertó por un fuerte ruido, advirtiendo la presencia de efectivos policiales de infantería que ingresaban a la pieza que ocupa en el domicilio de la calle Sarmiento 2837 de esta Ciudad, portando armas con mira laser, y ordenándoles que pusieran sus brazos sobre la cabeza, siendo después palpada y finalmente obligada, junto a su pareja, a descender a la habitación de su vecina, xxxx. En ese momento ingresaron efectivos de la Policía Metropolitana refiriendo que estaban haciendo un allanamiento por venta en la vía pública. Luego de revisar la habitación de su vecina le dijeron que volviera a la suya donde revolvieron toda su ropa que se encontraba acomodada sobre la cama superior de la cucheta, buscando etiquetas a la vez que le preguntaban si la ropa era para la venta callejera.




Agregó que el personal policial le sustrajo cuatro mil quinientos pesos, ocho teléfonos móviles de los que cuatro funcionaban y dos pertenecían a su pareja, setenta unidades de refrescos de elaboración casera envasados en botellas de 500cm3 que ella comercializaba en la vía pública y un freezer marca Gafa de 397 litros de capacidad que adquirió en el mes de diciembre de 2013.




Que en virtud de lo mencionado, se dirigió a hablar con el encargado del operativo a los fines de preguntarle el procedimiento para recuperar sus cosas, respondiéndole que le sacara una copia al acta que tenía su vecina xxxx , añadiendo “yo le pedí el acta de mis cosas, ellos me dijeron que saque copia del acta de allanamiento que con eso podíamos ir a retirarlo, que allí figura un número de precinto” (SIC), pero en el acta que fotocopió no figuraban las cosas que le fueron secuestradas. Finalmente expresó “no me dejaron hablar nada, no me explicaron por qué le palparon todo el cuerpo, me hicieron poner las manos en la nuca” (SIC).




2.-Hechos ocurridos el día 29 de enero de 2014



En la fecha indicada tuvo lugar un operativo de secuestro de mercadería que se ofrecía en la vía pública, en el barrio de once, llevado a cabo por personal de la Policía Metropolitana y funcionarios del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. 




2.1.xxxx



La nombrada se presentó ante esta Defensoría refiriendo que el día 29 de enero del corriente año, alrededor de las 9:40 horas, en circunstancia de encontrarse vendiendo en la vía pública, concretamente sobre la Avenida Corrientes con la intersección de la calle Larrea, arribaron alrededor de treinta policías de la Metropolitana vestidos de negro junto con unos cuatro inspectores del Gobierno de la Ciudad. Refirió que en ese momento estaba terminando de acomodar la mercadería que ofrecería a la venta sobre una manta cuando los policías le dijeron “usted se queda ahí, esto es ilegal lo que usted esta haciendo” (SIC). Ante ello se quedó callada debido a que se asustó muchísimo dada la gran cantidad de policías que había y solo era ella y un joven senegalés (al que conocía como xx) que estaban en ese sector vendiendo. Que procedieron a secuestrar su mercadería metiendo todo en grandes bolsas color negro. Pese a exigir que se inventariara lo secuestrado, recibió respuesta negativa. El acta fue labrada por una mujer policía.




También refirió que había muchos policías rodeándola y “todos me apuntaban con los escudos, una cosa de locos, como si yo fuera una delincuente. No pueden hacerme eso como si yo los estuviera apuntando con un arma, la gente pasaba y me sacaba fotos” (SIC). Que todo el procedimiento estuvo a cargo de la policía y siempre fue tratada amablemente por la mujer policía. Que en el acta que le entregaron no consignaron los aproximadamente cincuenta porta celulares, unas doce estucheras de tela y plástico de Violeta, figurando el secuestro de ropa interior de mujer y sandalias siendo que no poseía esa mercadería. En ese momento la notificaron que debía concurrir a la Fiscalía, haciéndolo al día siguiente.




Agregó que al joven que estaba al lado suyo (xxx) le secuestraron toda la mercadería sin labrar ningún tipo de acta que diera cuenta de tal proceder. Que entendía que quienes llevaron adelante el procedimiento debían de dejar en el acta constancia de las cosas que realmente poseía para la venta, así como también de la cantidad, circunstancia que la perjudicaba al impedirle su defensa.




Finalmente refirió que durante el procedimiento se había sentido maltratada por personal policial. En aquel acto adjuntó copia del acta de infracción que se le labró.




2.2.xxxxx



El nombrado refirió que el día 28 de enero del corriente, alrededor de las 10:00 horas se encontraba sobre la avenida Corrientes y Larrea de esta Ciudad con un bolso que contenía mercadería, concretamente eran carteras por un valor de cuatro mil pesos, las que solía vender en la vía pública. Que se encontraba en el lugar esperando para armar sus cosas con el objeto de comenzar la venta. En ese momento se acercaron muchos efectivos de la Policía Metropolitana que querían sacarle el bolso con la mercadería, explicando que no había armado el puesto y los policías intentaron esposarlo.




Agregó que le requirieron sus documentos y debido a que se encuentra tramitando su residencia en Migraciones en virtud de ser de nacionalidad senegalesa, no quiso aportarlos por temor a tener inconvenientes con dicho trámite. Que intentaron tirarlo al piso pero hubo un forcejeo. Ante ello, los policías le dijeron que esperara a un costado pero él cruzó la Avenida Corrientes viendo que los uniformados cargaron su bolso en un patrullero y se retiraron. Que tampoco le hicieron entrega de constancia alguna de lo que le secuestraron, añadiendo que todo fue visto por xxx .




Cabe aclarar que si bien el nombrado refirió que los hechos habrían ocurrido el día 28 de enero, es muy probable que los mismos transcurrieran el día 29, toda vez que es coincidente con la versión brindada por xxx y pudiendo haber ocurrido que por los momentos vividos se haya producido la confusión ya que se trataría de los mismos sucesos. 




III.- CALIFICACIÓN LEGAL



Las conductas desplegadas por los agentes policiales y demás funcionarios intervinientes, que fueran descriptas en los acápites precedentes y en las declaraciones que los denunciantes brindaron ante personal de este órgano constitucional encuadrarían, en principio, en los delitos tipificados por los artículos 144 bis, inc. 1º, 2°, 149ter, inc. 1º, 248 del Código Penal de la Nación. Ello, sin perjuicio del encuadre legal que, en definitiva, corresponda respecto de todas las irregularidades denunciadas y que se habrían cometido durante los procedimientos realizados en las fechas ya indicadas.  




III.I. Vejaciones. 




Las conductas desplegadas por los agentes policiales y que fueran descriptas precedentemente encuadrarían, en principio, en el delito previsto en el art. 144 bis, inc. 2°, del Código Penal, toda vez que habrían obligado a xxxxx, su hijo xxx y a su esposo xxxx a desnudarse en el baño provocando que aquellos vivenciaran una situación humillante y angustiante sin justificativo alguno y en claro exceso de la orden que debían cumplimentar.




La doctrina define el apremio como un procedimiento coaccionante que tiene una finalidad trascendente a él mismo: lograr una determinada conducta del apremiado.




Puede estar constituido por atentados físicos sobre la persona del sujeto pasivo, por severidades o vejaciones, o realizados de otros modos que no caben dentro de los límites de estos medios comisivos ya comentados, tal el caso de las amenazas, imprecaciones, órdenes intimidatorias, etc.




Donna
 explica que la acción típica consiste, por parte del funcionario público cuando desempeña un acto de servicio, en cometer, es decir aplicar, infligir o imponer a una persona vejaciones o apremios ilegales. 




Para este autor “vejar” significa  tanto como molestar, perseguir, maltratar o hacer padecer a una persona. Las vejaciones pueden consistir en todos los actos humillantes que puedan perjudicar psíquicamente a la persona. 




Creus
 entiende por vejaciones a todo trato humillante que mortifica moralmente a la persona, atacando su sentimiento de dignidad o de respeto que merece como tal y con el que espera ser tratada. Explica que si la severidad tiene, fundamentalmente, una trascendencia más física que psíquica, en la vejación pesa más el menoscabo psíquico que el físico, aunque ella también puede estar constituida por actos materiales (tratamientos físicos humillantes, como empellones, sometimiento a trabajos mortificantes), o por actos puramente morales (por ejemplo la exigencia de adoptar actitudes indignas ante la presencia de funcionarios o de terceros). 




Dice Creus que la vejación o el apremio se produce en un acto de servicio, es decir un acto que se está cumpliendo, propio de la función administrativa del autor. 




En esa inteligencia, los hechos reseñados que damnificarían a xxxxxx encuadrarían, en principio, en la figura prevista en el art. 144bis, inc. 2, del Código Penal. Ello, sin perjuicio de otras conductas que pudieran surgir del curso de la investigación. 




III.II.-Incumplimiento de los deberes de funcionario público. 




El artículo 34 de la Ley 12 (Procedimiento Contravencional) establece que practicado el registro domiciliario el funcionario interviniente deberá extender acta en la que consigne el resultado de la diligencia, haciendo constar todas las circunstancias que puedan tener alguna importancia para la causa, la cual deberá ser firmada por todos los presentes. A su turno, el art. 35 establece que los elementos secuestrados deben quedar a resguardo en lugar seguro.




Por su parte el art. 36 de la LPC, al referirse a la forma de las actas contravencionales, establece que la autoridad preventora que compruebe la posible comisión de una contravención deberá labrar un acta en la que consignará, entre otras cosas, la descripción circunstanciada del hecho (inciso 3) y la mención de toda prueba del hecho (inciso 6).




Conforme surge de la totalidad de los testimonios recabados por esta Defensoría del Pueblo, el personal policial encargado de llevar adelante los procedimientos que fueron realizados los días 28 y 29 de enero del corriente año, habría procedido al secuestro de distintos bienes pertenecientes a los nombrados y, en algunos casos, no habrían labrado las actas de secuestro respectivas mientras que, en otros, habrían omitido incluir ciertos bienes, consignando el secuestro de bienes que nunca fueron secuestrados en poder de los perjudicados.




Ahora bien, la Ley prevé tres supuestos distintos para la comisión de este delito. 




Respecto de la modalidad omisiva sólo podrá ser autor el funcionario público dentro de cuya función se encuentra la aplicación de la ley que menciona el texto legal. Claramente, el tipo se refiere al funcionario a quien le incumbe el cumplimiento de la ley que no ha sido aplicada. 







La obligación de realizar la conducta debida se presentará en cada ocasión en que corresponda aplicar o ejecutar la ley, lo cual dependerá de sus propias disposiciones. 




La omisión se caracteriza por la circunstancia de que el funcionario prescinde de la ley como si ella no existiera. Son supuestos en los que no se hace ni se ejecuta o cumple lo que la ley manda expresamente hacer al funcionario dentro de su órbita funcional. 




Y, es justamente dentro de este supuesto donde podrían encuadrarse, en principio, las conductas denunciadas por cuanto los funcionarios que intervinieron tanto en el allanamiento practicado el día 28 de enero como en los procedimientos llevados a cabo el 29 de enero en la vía pública, omitieron cumplir con los recaudos establecidos en la Ley de Procedimiento Contravencional que, conforme fuera mencionado, impone no solo la obligación de labrar un acta en la que se detalle todo el procedimiento realizado –incluyendo el detalle de lo secuestrado- sino que también establece la obligación de resguardar los elementos secuestrados. Mal podría entonces resguardarse tales elementos que ni siquiera habrían sido debidamente detallados en un acta.




III.III.-Coacción agravada. 



Conforme expresaron xx y xxx, personal policial que estaba llevando a cabo el procedimiento, les requirió a ellos y a su compañero de nacionalidad también senegalesa que firmaron el acta de allanamiento y al negarse estos por no comprender el idioma, el personal policial los habría apuntado con un arma en sus cabezas obligándolos así a firmar, encuadrando tales hechos, en principio, dentro de la figura prevista en el art. 149 ter, inciso 1 del Código Penal.




III.IV.-Privación ilegal de la libertad cometida por funcionario público.



Conforme surge del testimonio brindado por la señora xxx , personal policial habría apuntado con armas a su hijo menor de edad,xxx y luego habría precintado sus manos dejándolo en el baño. 

Los hechos descriptos constituirían, en principio, el delito previsto en el art. 144 bis, inc. 1 del C.P..  por cuanto personal policial a cargo del procedimiento, habría inmovilizado al menor xxxx precintando sus manos para luego dejarlo en el baño, afectando con ello la capacidad volitiva natural de movimiento del nombrado.

La norma citada prevé dos modalidades de afectación del bien jurídico. El primer supuesto es el de su comisión mediante el abuso de funciones y el segundo consiste en su realización sin las formalidades prescriptas por la ley.

En cuanto al primer supuesto se requiere una conducta del autor que exceda las estrictas regulaciones inherentes a la detención de personas que le están dirigidas en el ámbito de cumplimiento del deber que le es propio y en el caso concreto de esta denuncia, tal exceso se evidenciaría si tenemos en cuenta que, en principio, no estarían dadas las condiciones objetivas para proceder a la detención del nombrado menor. 




El marco general en el que deben ser analizadas las cuestiones judiciales que involucran a niños y niñas es el que determina la Convención sobre los Derechos del Niño, que es de aplicación obligatoria en todo acto, decisión o medida de cualquier naturaleza que se adopte respecto de las personas menores de 18 años de edad.




La Convención sobre los Derechos del Niño, instrumento internacional con jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22), establece en su art. 3 incs. 1º y 2º que “1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.” 




Es dable mencionar también el Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley adoptado por la Asamblea General en su Resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979, norma que los distintos Estados, y la Argentina entre ellos, se han comprometido a respetar. Así, la expresión “funcionarios encargados de hacer cumplir la ley” incluye a todos los agentes de la ley, ya sean nombrados o elegidos, que ejercen funciones de policía, especialmente las facultades de arresto o detención.




Dispone en su art. 2 que “En el desempeño de sus tareas, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad humana y mantendrán y defenderán los derechos humanos de todas las personas” y en su art. 3 que “Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley podrán usar la fuerza sólo cuando sea estrictamente necesario y en la medida que lo requiera el desempeño de sus tareas”.




Establece, asimismo, en su art. 5 que “Ningún funcionario encargado de hacer cumplir la ley podrá infligir, instigar o tolerar ningún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, como estado de guerra o amenaza de guerra, amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad política interna, o cualquier otra emergencia pública, como justificación de la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”.




En el ámbito nacional la Ley nº 26.061 de Protección Integral de los Derechos de los Niños, Niñas y Adolescentes dispone en su art. 9 que “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la dignidad como sujetos de derechos y de personas en desarrollo; a no ser sometidos a trato violento, discriminatorio, vejatorio, humillante, intimidatorio; a no ser sometidos a ninguna forma de explotación económica, torturas, abusos o negligencias, explotación sexual, secuestros o tráfico para cualquier fin o en cualquier forma o condición cruel o degradante. Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a su integridad física, sexual, psíquica y moral... Los Organismos del Estado deben garantizar programas gratuitos de asistencia y atención integral que promuevan la recuperación de todas las niñas, niños y adolescentes.”




Por último, en el ámbito de la Ciudad de Buenos Aires, la Ley n° 114 de Protección de Integral de los derechos de Niños, Niñas y Adolescentes dispone en materia de integridad que “Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad biopsicosocial, a la intimidad, a la privacidad, a la autonomía de valores, ideas o creencias y a sus espacios y objetos personales” (art. 15). Asimismo, es posible observar como la ley adopta en su capítulo segundo medidas de protección especial que tienen por objeto la conservación o recuperación por parte del sujeto del ejercicio y goce de sus derechos vulnerados y la reparación de sus consecuencias.




De la normativa citada se colige que los niños, niñas y adolescentes constituyen un grupo de especial protección que debe ser preservado con especial empeño de situaciones como las aquí denunciadas, máxime teniendo en cuenta que la circunstancia de haber sido precintado y dejado en el baño importan un trato humillante y gravoso que puede interferir con el normal desarrollo psicoemocional.




IV. CONTEXTO DE LOS HECHOS DESCRIPTOS



La Defensoría del Pueblo ya ha expresado en numerosos pronunciamientos su crítica opinión respecto de la política implementada por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en materia de espacio público.




Preocupa a esta Defensoría del Pueblo la reiteración de hechos de violencia que tienen origen en la intervención en el espacio público del Estado, en su faz represiva, a través de fuerzas de seguridad -en tareas de conjuración en materia contravencional o en su rol de auxiliares cuando son llamados a intervenir por otros funcionarios públicos- o de funcionarios del Ejecutivo en uso del poder policía. 




Sabido es que la actividad económica informal realizada en la vía pública integra una vasta economía irregular, fenómeno universal que en los países de la región adquiere una dimensión significativa en la conformación del producto bruto interno. 




Las mujeres, los migrantes y otros grupos de trabajadores vulnerables que no tienen otras oportunidades se ven obligados a aceptar trabajos en condiciones de informalidad. La Resolución sobre trabajo decente y economía informal adoptada por la Conferencia Internacional del Trabajo en 2002 pidió brindar atención a las necesidades de trabajadores y unidades económicas en la economía informal, con énfasis en un enfoque integrado desde la perspectiva del trabajo decente
.




Suponer que un conjunto de actividades que encuentra su razón de ser en lógicas económicas, sociales y culturales que excluyen a amplios sectores de la población del acceso a un “trabajo regular” puede ser limitado recurriendo a la utilización del aparato contravencional o penal no sólo es ilusorio sino contraproducente. 




El hecho de que el sistema contravencional y penal capte estas actividades refuerza la lógica de la exclusión y quien se ve a sí mismo como un comerciante o un artista pasa a ser considerado por el Estado como infractor a la ley. Tal estigmatización elude tomar conciencia del contexto de injusticia social y económica que ineludiblemente deriva hacia el tratamiento penal de la pobreza. Esto implica que frente a situaciones de extrema vulnerabilidad social –situación de calle, asentamientos-, el Estado pasa a intervenir con su aparato represivo en lugar de intervenir brindando soluciones de tipo social y económica. 




Es en este marco en el cual la labor policial y el accionar de algunos funcionarios del Ministerio de Ambiente y Espacio Público, además de ser estratégicamente ineficaz, se torna selectiva, arbitraria y violatoria de los derechos humanos que debiera proteger.




Asimismo, no debe perderse de vista que las prácticas que recurrentemente son denunciadas ante esta Defensoría del Pueblo, son favorecidas por el desdibujamiento de los límites entre lo regulado y lo no regulado, propio de esta actividad informal.
 Los mismos protagonistas desconocen si su actividad está o no prohibida. Hay una opacidad tal que no cabe en este caso presumir el conocimiento del Derecho al que hace referencia el Código Civil (alcanza para ello con leer la jurisprudencia de los tribunales locales contradictoria en la materia). Existe, además, en la actualidad una tácita aceptación o permisión a nivel social de estas actividades, que son desarrolladas en zonas con abundante movimiento de gente y a la vista de quienes por allí transitan, incluso efectivos policiales, quienes en la mayoría de los casos se muestran indiferentes ante las mismas. 




En las decisiones judiciales observadas al respecto así como en la política implementada por el Ejecutivo local subyace una concepción anacrónica del espacio público. 




El gobierno local se ha limitado a denunciar la ilegalidad de tales actividades y ha mostrado su postura con la difundida frase de que “el espacio público no se negocia”. Destaquemos que llamar “ilegal” a lo que no se regula es una grave arbitrariedad con la que justifica su poder represivo.  




Este criterio restrictivo se agota en la consideración de que la venta ambulante está en principio prohibida y, por ello, sólo con un permiso el espacio público puede ser utilizado para tales fines: una autorización que bajo estas circunstancias tiene la penosa dimensión de ‘un permiso para vivir’
, algo inadmisible en un país democrático. 




Tareas de inteligencia sobre los trabajadores con seguimientos y registros fílmicos, allanamientos en viviendas, secuestro no solo de mercaderías sino de bienes personales no relacionados con la causa y requisas son algunas de las medidas adoptadas que ponen de manifiesto una actuación desproporcionada si se considera el contexto en el que tiene lugar: una causa contravencional por venta ambulante. Se han registrado denuncias que dan cuenta de procedimientos irregulares. Se ha sometido a los trabajadores a un trato humillante. Se detallarán en los puntos siguientes los hechos relatados por los denunciantes. 




Ninguna causa justifica la actuación de los funcionarios intervinientes. Podremos discutir una política, una acción, un plan de gobierno, habrá acuerdos y desacuerdos, cuestiones opinables, matices, pero es claro para este organismo que la implementación de una política pública no puede hacerse a costa de afectación de derechos y de actuaciones al margen de la ley. Los conflictos sociales no deben resolverse con represión y mucho menos con conductas de dudosa legalidad, sino en el marco del Estado de derecho. Hay un límite: en el caso lo han franqueado.




V.- OFRECE PRUEBA



Oportunamente adjuntare copias debidamente certificadas de la Actuación nro. 533/14 en cuyo marco fueron recepcionados los testimonios transcriptos y se realiza la presente denuncia.




VI.- PETITORIO



En virtud de lo expuesto a V.S. solicito: 




a) Se tenga por formulada la presente denuncia y por constituido el domicilio con el patrocinio legal indicado.



b) Se ordene, previo requerimiento fiscal, la instrucción del  correspondiente sumario.





Proveer de conformidad, 
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